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I. RESUMEN

1. El 24 de febrero de 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición presentada por el señor Wilman Gabriel Terán Carrillo, en representación del señor Benildo de Jesús Sarango Jumbo, la señora María Raquel Acacho Anchuri y su hija YGSA (en adelante “los peticionarios”), en la cual se alega la responsabilidad de la República de Ecuador (en adelante “el Estado” o “el Estado ecuatoriano”) por haber modificado la normativa penal, y por tanto haber dejado en la indefensión a la niña YGSA, de siete años de edad, por actos de agresión sexual cometidos en su contra. 
2. Los peticionarios sostienen que el Estado es responsable por la violación de los artículos 5, 8, 11, 17, 19, 24 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”), en perjuicio de la Sra. María Raquel Acacho Anchuri, el Sr. Benildo de Jesús Sarango Jumbo y de su hija, YGSA.  Asimismo, denuncian que al dejar de sancionar la agresión sexual sufrida por YGSA, el Estado habría incurrido en una violación al Artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, así como de los artículos 3.3, 4, 6.2, 8.2, 12.1, 16, 19.1, 27.1, 29.1, 31, 34, 36, y 39 de la Convención sobre Derechos del Niño de Naciones Unidas. 

3. Por su parte, el Estado alega que la petición es inadmisible debido a la falta de agotamiento de los recursos de jurisdicción interna, específicamente, a la falta de apelación de la sentencia que estableció el sobreseimiento definitivo del presunto autor de la agresión sexual. 

4. Sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, tras analizar las posiciones de las partes y el cumplimiento de los requisitos previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana, la Comisión decidió declarar la petición admisible a efectos del examen sobre la presunta violación de los artículos 5, 8, 11, 19 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana y artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer en relación con el artículo 24 de la Convención Americana.  Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición respecto de la presunta violación del artículo 17 de la Convención Americana, notificar el informe a las partes y ordenar su publicación en su informe anual a la Asamblea General de la OEA. 

II. TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. La Comisión recibió la petición y la registró bajo el número 171-06. Tras efectuar un análisis preliminar, el 16 de junio de 2006, la CIDH transmitió al Estado las partes pertinentes de la petición para que presentara sus observaciones.  El 1 de septiembre de 2009, la CIDH reiteró la solicitud de información al Estado.  El 8 de octubre de 2009 el Estado informó a la CIDH que carecía de información en relación con la petición y solicitó el reenvío de toda la información.  El 27 de octubre de 2009, la CIDH remitió una copia del expediente al Estado.  El Estado remitió información el 29 de diciembre de 2009. 
6. El 6 de enero de 2010, la CIDH transmitió la información a los peticionarios, quienes enviaron información adicional el 4 de febrero de 2010.  La CIDH transmitió dicha información al Estado el 17 de febrero de 2010, que respondió con información adicional el 4 de abril de 2010.  El peticionario envió información adicional el 29 de abril de 2010, información que fue transmitida al Estado el 3 de mayo de 2010.  El Estado, por su parte, envió información adicional el 4 de junio de 2010.  El día 9 de junio de 2010, se acusó recibo de la información. 
III.
POSICIONES DE LAS PARTES

A.
Posición de la peticionaria
7. De acuerdo a la petición, YGSA, de siete años de edad, vivía con sus padres en el recinto de la Escuela República de Nicaragua, debido a que su madre, la Sra. María Raquel, era conserje del lugar.  Se denuncia que el día 22 de enero de 2005, el Director de la escuela, Sr. José Almache Flores, aprovechándose de su situación de superioridad, le prometió un caramelo si iba con él al interior de un aula.  Agrega que una vez en el interior, se bajó el pantalón y se sacó la camiseta; luego le quitó el interior a la niña que se encontraba con vestido, 
“abusando sexualmente sacándose el pene con la mano y topándole con el miembro viril la vagina a la tierna niña, conculcando consecuentemente a la salud psíquica de la niña, realizando juegos ajenos a su edad, incitándole a la niña a manera de juego a ejercer actos de naturaleza sexual ilícitos, causándole daño y sufrimiento a la niña afectándola con besos y tocamiento del órgano viril en su tierna vagina, besándola con la boca en el cuello, y en el proceso también pedirle a la niña que lo bese a él en el cuello, luego de esto procede a vestirse el adulto y la niña a ponerse su interior”
. 

8. Los peticionarios indican que los padres interpusieron una denuncia penal el día 25 de enero de 2005 y que el 27 de enero de 2005 se inició una indagación previa en la Fiscalía Distrital de Pichincha en la Unidad de Delitos Sexuales y Violencia Intrafamiliar. Indican que el 17 de marzo de 2005 se dictó instrucción fiscal, imputándose a José Fabián Almache Flores por el delito de atentado contra el pudor de la niña YGSA, tipificado en ese momento en el Artículo 505 del Código Penal que establecía: “se da el nombre de atentado contra el pudor a todo acto impúdico que pueda ofenderlo, sin llegar a la cópula carnal, y se ejecute en la persona de otro, sea cual fuere su sexo”.  Dicha instrucción fiscal avocó conocimiento al Juzgado Décimo de lo Penal de Pichincha.  Indican que durante el proceso se recibió la declaración de la niña, y entre otras diligencias se le practicó un examen pericial psicológico. 
9. Los peticionarios informan que el 23 de junio de 2005 fue publicada la “Ley Reformatoria al Código Penal que Tipifica los delitos de Explotación Sexual de los Menores de Edad” (en adelante Ley Reformatoria) que establece “Incorpórase como artículo innumerado, al inicio del Capítulo II, del Título VIII, del Libro II el siguiente artículo: Será reprimido con reclusión mayor ordinaria de cuatro a ocho años quien someta a una persona menor de dieciocho años de edad o con discapacidad para obligarla a realizar actos de naturaleza sexual, sin que exista acceso carnal…”
10. Agregan que el 17 de junio se presentó acusación particular por delito contra el pudor y el 10 de agosto de 2005, la Fiscalía dictó el auto acusatorio contra el Sr. Almache Flores, por los delitos tipificados y sancionados en los Artículos 505 y 506 respectivamente, del Código Penal Ecuatoriano, esto es, atentado contra el pudor, en los siguientes términos 
“solicito Sr. Juez dictar el respectivo auto de llamamiento a juicio en contra del imputado [José Fabián Almachi Flores] y ordene su detención en firme; aclarando Sr. Juez, que la Fiscalía no acusa por la disposición legal constante en el articulo innumerado del Artículo 9 de las Reformas al Código Penal, publicadas en el R.O 45 de 23 de junio del 2005 que sustituyó al atentado contra el pudor, por cuanto se debe aplicar el principio consagrado en el inciso 3 del Art. 2 del Código Penal único de excepción de retroactividad de la ley penal más favorable al reo, significando éste que un delito cometido durante la vigencia de una anterior ley será juzgado de acuerdo con la nueva ley, si esta es más favorable al imputado o acusado; en el presente caso, la anterior Ley penal reformada con reclusión mayor ordinaria de cuatro a ocho años; debe aplicar la anterior ley invocada y por la que acuso…”

11. De acuerdo con los peticionarios, en fecha 2 de septiembre de 2005 el Juez habría dictado un auto absolutorio, con base en que los artículos 505, 506 y 507 del Código Penal fueron derogados por medio del Registro Oficial No. 45 del 23 de junio de 2005. En este sentido, la resolución indica: 
“El delito de atentado al pudor, tipificado y sancionado en los Arts. 505 y 506 y 507 del Código Penal, en los que se sustenta la acusación fiscal, se encuentran derogados en la Ley Reformatoria al Código Penal, publicada en el Registro Oficial No.45 de fecha 23 de junio del 2005, y el Art. 2, inciso 3 del Código Penal, textualmente dice:” Deja de ser punible un acto si una ley posterior a su ejecución lo suprime del número de las infracciones ; y, si ha mediado ya sentencia condenatoria, quedará extinguida la pena, haya o no comenzado a cumplirse”, por lo que en el presente caso, el hecho por el que se acusa no está tipificado como delito a partir del 23 de junio del año en curso y en consecuencia no cabe analizar los indicios y elementos que hagan presumir la existencia del delito y mucho menos la responsabilidad y participación del imputado, los que en todo caso no son suficientes; y, más aún si la Ley Reformatoria derogó tales disposiciones y no los ha sustituido para hablar de aplicación de las penas menos rigurosas como alegan los acusadores.- Por lo expuesto, de conformidad con el Art. 242 del Código de Procedimiento Penal, DICTO AUTO DE SOBRESEIMIENTO DEFINITIVO DEL PROCESO Y DEL IMPUTADO José Fabián Almache Flores, declarando que la acusación particular deducida por Benildo de Jesús Sarango Jumbo no es maliciosa ni temeraria…”

12. La petición indica que el Estado es responsable del resultado del proceso penal, puesto que “al aprobar la derogatoria y no reforma de los artículos 505, 506 y 507 del Código Penal Ecuatoriano”, dejaron a la niña YGSA en la indefensión, debido a que los delitos fueron derogados y la conducta dejó de ser punible, en aplicación del principio in dubio pro reo contenido en el Artículo 2 inciso 3ero del Código Penal, citado en la sentencia. 

13. Los peticionarios indican que dado que los hechos descritos no constituyen delito de acuerdo con la legislación ecuatoriana, ningún recurso sería eficaz.  En este sentido, aducen que al desaparecer la tipicidad, desapareció la acción correspondiente, y por tanto una apelación no habría prosperado ya que el Tribunal Superior se habría visto obligado a fallar en la misma forma. 
14. Los peticionarios denuncian que los hechos descritos configuraron una violación  a los Artículos 5, 8, 11, 17, 19, 24 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en perjuicio de la Sra. María Raquel Acacho Anchuri, el Sr. Benildo de Jesús Sarango Jumbo y su hija YGSA.  Asimismo, denuncian que al dejar de sancionar conductas como las descritas, el Estado habría incurrido en una violación al Artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, así como de los artículos 3.3, 4, 6.2, 8.2, 12.1, 16, 19.1, 27.1, 29.1, 31, 34, 36, y 39 de la Convención sobre Derechos del Niño de Naciones Unidas.  
B.
Posición del Estado
15. En respuesta al reclamo, el Estado sostiene que éste debe ser declarado inadmisible puesto que los peticionarios no agotaron los recursos de la jurisdicción interna.  Específicamente, argumenta que los peticionarios tenían el recurso de apelación a su disposición para revisar lo decidido por el Juez Décimo de lo Penal de Pichincha. 
16. Alega que el juez en la presente causa “al tenor de lo establecido en la reforma y en base a su sana crítica, dicta el sobreseimiento definitivo”.  El Estado agrega que el Código de Procedimiento Penal ecuatoriano establece que esta acción de apelación procede “1. De los autos de nulidad, de prescripción de la acción, de llamamiento a juicio, de sobreseimiento y de inhibición por causa de incompetencia, es decir que la legislación brindaba a la familia Sarango el ejercicio de este recurso, el cual no fue empleado por descuido de los mismos peticionarios.”
17. Agrega el Estado que la afirmación de los peticionarios en el sentido que no habrían interpuesto el recurso puesto que la Corte Superior tendría que ratificar lo resuelto por el inferior, “contradice totalmente el concepto de imparcialidad, el cual puede definirse como la condición de tercero del juzgador, es decir, de no ser parte, ni estar involucrado con los intereses de ésta, ni comprometido con sus posiciones; y la actitud de mantener, durante todo el proceso la misma instancia de la hipótesis defensiva, hasta el acto mismo de la sentencia.”  
18. En relación con la sentencia, el Estado argumenta que la decisión del Juez se basó en el principio in dubio pro reo, y que la valoración que éste hizo fue que en caso de duda, siempre se tomará lo más favorable al reo.  Sin embargo, alega que esta no es la única interpretación, puesto que, en adición los derechos a la integridad personal, la protección a los derechos de los niños, niñas y adolescentes, entre otros, están protegidos por la Constitución Política del Ecuador.
19. Agrega el Estado que al observar la cantidad de interpretaciones que se daban en torno a la ley [reformatoria], publicó el 6 de septiembre de 2006, una Ley interpretativa, denominada “Interpretación del Art. Innumerado incorporado por el artículo 9 de la Ley Reformatoria al Código Penal que Tipifica los Delitos de Explotación Sexual de los Menores de Edad publicada en el Registro Oficial No. 45, de 23 de junio de 2005.
 
20. En vista de los argumentos anteriores el Estado solicita que la Comisión declare la inadmisibilidad de la petición de referencia, puesto que no cumple con los requisitos de admisibilidad establecidos en el Artículo 46 de la Convención Americana de Derechos Humanos.
IV.
ANÁLISIS SOBRE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione materiae, ratione personae, ratione temporis y ratione loci de la Comisión
21. Los peticionarios se encuentran facultados, en principio, por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión.  La petición señala como presuntas víctimas a personas individuales respecto de quienes el Estado ecuatoriano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana y la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer.  En lo concerniente al Estado, la Comisión señala que Ecuador es un Estado parte en la Convención Americana desde el 8 de diciembre de 1977, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Asimismo, la Comisión señala que Ecuador es parte de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Belem Do Pará” desde el 15de septiembre de 1995, fecha en que depositó su instrumento de ratificación.  Por lo tanto, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

22. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de Ecuador, Estado Parte en dicho tratado.  La Comisión tiene competencia ratione temporis por cuanto las obligaciones de respetar y garantizar los derechos protegidos en la Convención Americana ya se encontraban en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

23. La Comisión observa que en el asunto bajo estudio se alegan violaciones a derechos contenidos en la Convención Americana y en la Convención interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, que de ser probadas, otorgan competencia ratione materiae a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
24. Lo anterior, sin perjuicio que en el análisis de si el Estado ecuatoriano incurrió en responsabilidad internacional bajo la Convención Americana, la CIDH tome en consideración otros instrumentos que hacen parte del corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
B.
Requisitos de admisibilidad
1. Agotamiento de los recursos internos

25. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana exige el previo agotamiento de los recursos disponibles en la jurisdicción interna conforme a los principios de derecho internacional generalmente reconocidos, como requisito para la admisión de reclamos sobre la presunta violación de la Convención Americana.  Por su parte, el artículo 46.2 de la Convención prevé que el requisito de previo agotamiento de los recursos internos no resulta aplicable cuando (i) no exista en la legislación interna del Estado de que se trata el debido proceso legal para la protección del derecho o derechos que se alega han sido violados (ii) no se haya permitido al presunto lesionado en sus derechos el acceso a los recursos a la jurisdicción interna, o haya sido impedido de agotarlos; o (iii) haya retardo injustificado en la decisión sobre los mencionados recursos. 
26. Corresponde en primer término aclarar cuáles son los recursos internos que deben ser agotados en el presente caso.  La Comisión recuerda que el artículo 46.1.a) de la Convención solamente requiere que se agoten los recursos internos que están relacionados con los alegatos sobre violaciones de la Convención, y al mismo tiempo, estos recursos deben ser adecuados, es decir, que puedan proporcionar un remedio efectivo y suficiente a tales violaciones.  En todos los ordenamientos internos existen múltiples recursos pero no todos son aplicables en todas las circunstancias.  Por ello, no es necesario agotar aquellos recursos que, aunque teóricamente por su naturaleza constituyen remedios, no ofrecen ninguna posibilidad para remediar las violaciones alegadas
. 
27. La CIDH observa que los peticionarios alegan que no existía ningún recurso que pudiese revisar la resolución de fecha 2 de septiembre de 2005, que ordenó un sobreseimiento definitivo a la causa penal, puesto que el Estado habría derogado los artículos 505 y 506 del Código penal ecuatoriano que tipificaban la conducta de abuso contra el pudor.  Por su parte, el Estado argumenta que el recurso de apelación era el recurso adecuado y que éste no fue interpuesto por los peticionarios. 
28. Tanto la Comisión como la Corte Interamericana han señalado que sólo deben ser agotados los recursos adecuados para subsanar las violaciones presuntamente cometidas
.  Tratándose de casos como el presente, que involucran posibles delitos de acción pública, esto es, perseguibles de oficio, el Estado tiene la obligación de investigarlos.  Por lo cual, en todo caso, el Estado es titular de la acción punitiva y la obligación de promover e impulsar las distintas etapas procesales, en cumplimiento de su obligación de garantizar el derecho a la justicia.  Esta carga debe ser asumida por el Estado como un deber jurídico propio, y no como una gestión de intereses de particulares o que dependa de la iniciativa de éstos o de la aportación de pruebas por parte de los mismos
.
29. La Comisión observa que en el presente caso, la representante particular de los Sres. Benildo de Jesús Sarango y María Raquel Acacho y de la niña YGSA no interpuso un recurso de apelación.  Asimismo, la CIDH nota que la Fiscalía tampoco interpuso un recurso de apelación para impugnar el auto de sobreseimiento definitivo, a pesar de estar legalmente facultada para hacerlo
. 
30. La CIDH considera que de haber sido necesaria la presentación de un recurso de apelación en este caso, hubiese correspondido dicha acción a la Fiscalía, puesto se trataba de un presunto delito de acción pública; que buscaba sancionar una conducta grave contra una niña de siete años, respecto del cual la misma Fiscalía había ya presentado su dictamen acusatorio. La CIDH observa que se trataba de una materia de interés público, en cuanto se refería al ejercicio del poder punitivo del Estado y a la interpretación de una ley.  La CIDH observa asimismo que no existe evidencia de la participación de un representante independiente de los derechos de YGSA.  En este sentido, la Comisión  reitera que el deber de investigar diligentemente y sancionar a los responsables de hechos como los del presente caso, no se encuentra limitado a una etapa del proceso.  Esta obligación se extiende a la totalidad del mismo, incluyendo la fase de los recursos.  En consideración de la Comisión, en esta etapa también aplica la regla de que el impulso de los procesos internos en casos como el presente, no debe depender de la iniciativa de los familiares de las víctimas
. 
31. La CIDH recuerda que la invocación de las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en el artículo 46.2 de la Convención se encuentra estrechamente ligada a la determinación de posibles violaciones a ciertos derechos allí consagrados, tales como las garantías de acceso a la justicia. Sin embargo, el artículo 46.2, por su naturaleza y objeto, es una norma con contenido autónomo, vis á vis las normas sustantivas de la Convención.  Por lo tanto, la determinación de si las excepciones a la regla del agotamiento de los recursos internos previstas en dicha norma resultan aplicables al caso en cuestión debe llevarse a cabo de manera previa y separada del análisis del fondo del asunto, ya que depende de un estándar de apreciación distinto de aquél utilizado para determinar la violación de los artículos 8 y 25 de la Convención. Cabe aclarar que las causas y los efectos que han impedido el agotamiento de los recursos internos en el presente caso serán analizados, en lo pertinente, en el informe que adopte la Comisión sobre el fondo de la controversia, a fin de constatar si efectivamente configuran violaciones a la Convención.

32. En ese sentido, dadas las características del presente caso, la Comisión concluye que se aplica la excepción a la regla de agostamiento de los recursos internos establecida en el artículo 46. b de la Convención Americana de Derechos Humanos. 

2. Plazo de presentación de la petición

33. El artículo 46.b de la Convención Americana establece que para que una petición resulte admisible por la Comisión se requerirá que sea presentada dentro del plazo de seis meses a partir de la fecha en que el presunto lesionado haya sido notificado de la decisión definitiva.  En el reclamo bajo análisis, la CIDH ha establecido la aplicación de las excepciones al agotamiento de los recursos internos conforme al artículo 46.2.b de la Convención Interamericana.  Al respecto, el artículo 32 del Reglamento de la Comisión establece que en los casos en los cuales resulten aplicables las excepciones al previo agotamiento de los recursos internos, la petición deberá presentarse dentro de un plazo razonable, a criterio de la Comisión.  A tal efecto, la Comisión debe considerar la fecha en que haya ocurrido la presunta violación de los derechos y las circunstancias de cada caso.

34. En el presente caso, la sentencia de sobreseimiento definitivo de la causa fue emitida el 2 de septiembre de 2005 y la petición fue recibida el 24 de febrero de 2006.  Tomando en cuenta la aplicación de la excepción prevista bajo el artículo 46.2.b, la Comisión considera que la petición fue presentada dentro de un plazo razonable y que debe darse por satisfecho el requisito de admisibilidad referente al plazo de presentación.

3. Duplicación de procedimiento internacional

35. El expediente de la petición no contiene información alguna que pudiera llevar a determinar que el presente asunto se hallase pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional o que haya sido previamente decidido por la Comisión Interamericana.  Por lo tanto, la CIDH concluye que no le son aplicables las excepciones previstas en el artículo 46.1.d) y en el artículo 47.d) de la Convención Americana. 
4. Caracterización de los hechos alegados

36. Ni la Convención Americana ni el Reglamento de la CIDH exigen al peticionario identificar los derechos específicos que se alegan violados por parte del Estado en el asunto sometido a la Comisión, aunque los peticionarios pueden hacerlo.  Corresponde a la Comisión, con base en la jurisprudencia del sistema, determinar en sus informes de admisibilidad, qué disposición de los instrumentos interamericanos relevantes es aplicable y podría establecerse su violación si los hechos alegados son probados mediante elementos suficientes. 
37. En la presente etapa, no corresponde determinar si se produjeron o no los hechos que se alegan como violatorios de la Convención Americana, sino que corresponde a la CIDH realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado en la Convención Americana. Se trata de un análisis de carácter sumario que no implica prejuzgar o emitir una opinión preliminar sobre el fondo del asunto
. 
38. En la presente petición, la peticionaria sostiene que el Estado ecuatoriano vulneró diversos derechos de la niña YGSA y sus padres, debido a la derogación de los artículos 505, 506 y 507 del Código Penal y la consiguiente impunidad del acto de violencia sexual sufrido por YGSA.  El Estado, por su parte, no hace alegatos en relación con el fondo, pero en relación con la admisibilidad sostiene que no se había agotado los recursos internos, puesto que los peticionarios no apelaron de la resolución que sobreseyó la causa. 
39. En vista de los elementos de hecho y de derecho presentados por las partes y la naturaleza del asunto puesto bajo su conocimiento, la Comisión encuentra que los alegatos de la peticionaria, de ser probados, podrían caracterizar violaciones a los derechos protegidos en los artículos 5, 8, 11 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana.  En particular, debido a la alegada falta de investigación diligente y sanción a quien resulte responsable de los hechos, así como la presunta falta de representación independiente y especializada de YGSA.  Asimismo, considera que los hechos expuestos podrían caracterizar posibles violaciones al artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en relación con el artículo 24 de la Convención Americana, en cuanto establece una obligación de garantía de igual protección ante la ley.  Todo lo anterior en perjuicio de Benildo de Jesús Sarango Jumbo, Maria Raquel Acacho Anchuri, y su hija YGSA.  De igual forma, la Comisión examinará los hechos alegados a la luz del artículo 19 de la Convención Americana, específicamente en cuanto al deber especial de protección que tienen los Estados, conforme al principio de interés superior del niño y el corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes. 
40. Por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de estos aspectos de este reclamo no resultan evidentes, la Comisión considera satisfechos los requisitos establecidos en los artículos 47. b. y c. de la Convención Americana.  

V.
CONCLUSIONES
41. La Comisión concluye que es competente para examinar los reclamos presentados por la peticionaria sobre la presunta violación de los artículos 5, 8, 11 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana y artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en relación con el artículo 24 de la Convención Americana, en perjuicio de Benildo de Jesús Sarango Jumbo, Maria Raquel Acacho Anchuri, y su hija YGSA.  De igual forma, la Comisión examinará los hechos alegados a la luz del artículo 19 de la Convención Americana, específicamente en cuanto al deber especial de protección que tienen los Estados, conforme al principio de interés superior del niño y el corpus juris en materia de derechos de los niños, niñas y adolescentes.  Asimismo, decidió declarar inadmisible la petición respecto de la presunta violación del artículo 17 de la Convención Americana.
42. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 
DECIDE: 

1. Declarar admisible la presente petición con relación a los artículos 5, 8, 11, 19 y 25, en relación con los artículos 1.1 y 2 de la Convención Americana y artículo 7 de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, en relación con el artículo 24 de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado ecuatoriano y a los peticionarios.

3. Continuar con el análisis del fondo de la cuestión.

4. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 11 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Rosa María Ortiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
� Escrito de los peticionarios de 24 de febrero de 2006, pág. 3.


�   Dictamen Fiscal de la Fiscal del distrito de Pichincha, unidad de Delitos sexuales y reproductivos, de fecha 10 de agosto de 2005. Anexo al escrito de petición inicial.


� Auto de Sobreseimiento Definitivo emitido por el Juzgado Décimo de lo Penal de Pichincha de fecha 2 de septiembre de 2006. Anexo al escrito de petición inicial.


� Interpretación del Art. innumerado incorporado por el artículo 9 de la Ley Reformatoria al Código Penal que Tipifica los Delitos de Explotación Sexual de los Menores de Edad, publicada en el Registro Oficial No. 45, de 23 de junio del 2005, en el sentido que: "Los elementos constitutivos de las conductas que estuvieron tipificadas hasta el 22 de junio del 2005, en los artículos 505, 506 y 507 del Código Penal, que sancionaban los actos ejecutados en contra de la integridad sexual de las personas menores de edad, pero sin acceso carnal, consideradas como atentado al pudor, no se han eliminado, están subsumidas en el artículo que se interpreta, desde que éste se encuentra en vigencia". Las palabras "someta"; y, "obligarla", que contiene este artículo, se entenderán como actos momentáneos o permanentes para doblegar la voluntad de la víctima y/o como la realización de acciones con las que se pretende conseguir o se consiga, mediante violencia física, amenazas o cualquier forma de inducción o engaño dirigida a que una persona menor de dieciocho años de edad o discapacitada, acepte u obedezca y realice los actos de naturaleza sexual, sin que exista acceso carnal, sea en el propio cuerpo de la víctima, en el cuerpo de un tercero o en el cuerpo del sujeto activo. Dado por Ley No. 53, publicada en Registro Oficial Suplemento 350 de 6 de Septiembre del 2006.


� Corte IDH. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Excepciones Preliminares. Sentencia de 26 de junio de 1987. Serie C No. 1, párrs. 63, 64 y 88.


� La Corte IDH ha dispuesto que un recurso adecuado es aquél idóneo para proteger la situación jurídica infringida, de forma que los recursos que no tengan dicho efecto o sean manifiestamente absurdos o irrazonables no hay que agotarlos. Corte I.D.H. Caso Velásquez Rodríguez Vs. Honduras. Fondo. Sentencia de 29 de julio de 1988. Serie C No. 4, párr. 63 y Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplun y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 28.


� CIDH, Informe No. 68/08, Petición 231-98, Admisibilidad, Ernesto Travesi, Argentina, 16 de octubre de 2008, párr. 32 e Informe No. 4/12, Petición 4115-02, Admisibilidad, Ricardo Javier Kaplun y familia, Argentina, 19 de marzo de 2012, párr. 30.


� Artículo 324 del Código de Procedimiento Penal Ecuatoriano: “…[c]uando la ley no disponga, corresponderá a las partes el derecho de impugnar…”.


� CIDH, Informe No. 22/09, P-908-04; Admisibilidad, Igmar Alexander Landaeta Mejías, Venezuela, 20 de marzo de 2009. Párrafos 51 y 52. 


� Ver: CIDH, Informe No, 173/11, Petición 897-04, Alejandro Daniel Esteve e hijos, Brasil, 2 de noviembre de 2011, párr. 43.
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